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DERECHO A LA EDUCACION-Responsabilidad/DERECHO A LA EDUCACION-Abandono voluntario del colegio. 
El deber de los estudiantes radica, desde el punto de vista disciplinario, en respetar el reglamento y las 
buenas costumbres, y en el caso particular se destaca la obligación de mantener las normas de 
presentación establecidas por el Colegio, así como los horarios de entrada, de clases, de recreo y de 
salida, y el debido comportamiento y respeto por sus profesores y compañeros. El hecho de que el menor 
haya tenido un aceptable rendimiento académico no lo exime del cumplimiento de sus deberes de 
alumno. Es aún más grave que hubiera sido el estudiante por iniciativa propia el que se hubiera marginado 
de continuar sus estudios. El estudiante de que trata la presente providencia no fue retirado del Colegio 
por decisión de éste, sino que, como se desprende de las pruebas que obran en el expediente, fue el mismo 
alumno quien por determinación voluntaria y en desarrollo de su libre personalidad decidió emanciparse 
de su familia y del plantel educativo, dejando de asistir a las clases de manera injustificada.  Ver Sentencia 
T- 106 del doce (12) de marzo de dos mil diecinueve (2019). Ver: Sentencia No. T-569 de 1994. Ver 
Sentencia T – 240 del veintiséis (26) de junio de 2018. 

 
El derecho a la educación, en Colombia, según fallo de la Sala Plena de la Corte Constitucional 
Colombiana, NO OSTENTA CATEGORIA DE UN DERECHO ABSOLUTO: 
Corte Constitucional, Sala Plena. 
Sentencia C-284 de 2017 
Referencia: Expediente D-11681 
Magistrado Ponente (e.): IVÁN HUMBERTO ESCRUCERÍA MAYOLO. Bogotá D.C. tres (3) de mayo de dos mil 
diecisiete (2017). 
 

La Sala Plena de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez, 
quien la preside, Hernán Correa Cardozo (e), Alejandro Linares Cantillo, Antonio José Lizarazo Ocampo, 
Gloria Stella Ortiz Delgado, Iván Humberto Escrucería Mayolo (e.), Aquiles Ignacio Arrieta Gómez (e.), 
Alberto Rojas Ríos y José Antonio Cepeda Amaris (e.), en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales 
y legales, profiere la siguiente SENTENCIA: 

(…) 
 

No obstante, lo anterior, es preciso anotar que el derecho a la educación no es absoluto, porque si bien 
es cierto que en cumplimiento del principio de progresividad la mejora en la calidad del sistema educativo 
es una de las principales responsabilidades a cargo del Estado, la sociedad y la familia; también lo es que 
hay lugar a algunas limitaciones justificadas en la necesidad de garantizar otros principios. 

 
En este sentido, la Corte ha considerado que las restricciones razonables que se impongan al ejercicio del 
derecho a la educación estarán justificadas en la medida en que se pretenda satisfacer otros principios de 
carácter constitucional y no se vulneren los componentes esenciales de la Carta. 
 
 
Nota ACLARATIVA JURÍDICA, suministrada, socializada, avalada y respaldada por el Consejo Directivo de 
nuestro Colegio Privado, y socializada en reunión de asamblea general de padres de familia. Ver, además, 
con minuciosidad, artículos 87 y 96 de ley 115 de 1994. 
 
Adicional a lo anterior, la ley 2025 de 2020; ordena, que, la asistencia de los padres de familia, o acudientes, 
a las actividades de escuela de padres, será de carácter obligatoria, de acuerdo a los Artículos 10, 14, 17, 
18, 20 numeral 1; 39; 41, numerales 8 y 9, Artículo 42 numeral 5, todos de la Ley 1098 de 2006, de Infancia 
y Adolescencia y artículo 25º del Código penal. Artículo 10, numeral 6 de ley 1620 de 2013. Y Patria 
Potestad, artículo 288 del Código civil. Así como lo exige también, la ley 2025 del 23 de julio de 2020. 
Traduce asistencia obligatoria y de excusa solamente excepcional, conforme lo indica la ley 2025 de 2020 
en su artículo 4º en su parágrafo.  
 
Desde ya, se indica que la sanción por inasistencia al taller escuela de padres de familia, será un trabajo 
manuscrito, conjunto entre padre y/o acudiente, con su acudido o su acudida, de diez (10) hojas, 
manuscritas; en el tema relacionado en el taller escuela de padres de familia, que se haya convocado, para 
asistencia de carácter obligatorio.  
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De ser reiterativa la inasistencia, del padre de familia o acudiente, durante tres (3) ocasiones, sin excusa o 
justa causa, será motivo suficiente, para NO renovación de la matricula, por presunto abandono. Art 20 
numeral 1, de ley 1098 de 2006; y presunto maltrato infantil, en omisión, descuido y trato negligente, 
artículo 18 de ley 1098 de 2006. Violación a la Ley 2025 de 2020. Y violación al artículo 2.3.4.3 del decreto 
1075 de 2015. 

 

Nota jurídica y de advertencia, que ha sido avalada y ratificada por las directivas. 
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9. El desarrollo de la capacidad crítica, reflexiva y analítica que fortalezca el avance científico y tecnológico 
nacional, orientado con prioridad al mejoramiento cultural y de la calidad de la vida de la población, a la 
participación en la búsqueda de alternativas de solución a los problemas y al progreso social y económico 
del país. 

10. La adquisición de una conciencia para la conservación, protección y mejoramiento del medio ambiente, 
de la calidad de la vida, del uso racional de los recursos naturales, de la prevención de desastres, dentro 
de una cultura ecológica y del riesgo y de la defensa del patrimonio cultural de la Nación. Ver Decreto 
Nacional 1743 de 1994 Educación ambiental.11. La formación en la práctica del trabajo, mediante los 
conocimientos técnicos y habilidades, así como en la valoración del mismo como fundamento del 
desarrollo individual y social. 

12. La formación para la promoción y preservación de la salud y la higiene, la prevención integral de 
problemas socialmente relevantes, la educación física, la recreación, el deporte y la utilización adecuada 
del tiempo libre, y 

13. La promoción en la persona y en la sociedad de la capacidad para crear, investigar, adoptar la 
tecnología que se requiere en los procesos de desarrollo del país y le permita al educando ingresar al sector 
productivo.  

Dentro de los deberes de los padres, NO se encuentran, las actuaciones de amenaza, intimidación y 
hostigamiento de parte de los acudientes o padres de familia, para complacer, y satisfacer, la figura del 
“derecho a la educación en su etapa de permanencia”. Cuando el acudiente o padre de familia, incumple, 
los compromisos adquiridos, en la matrícula. 

 

DECRETO 1075 DE 2015. 

 

ARTÍCULO 2.3.4.3. DEBERES DE LOS PADRES DE FAMILIA. Con el fin de asegurar, el cumplimiento de los 
compromisos adquiridos con la educación de sus hijos, corresponden a los padres de familia los siguientes 
deberes: 

 

a) Matricular oportunamente a sus hijos en establecimientos educativos debidamente reconocidos por el 
Estado y asegurar su permanencia durante su edad escolar obligatoria. 

b) Contribuir para que el servicio educativo sea armónico con el ejercicio del derecho a la educación y en 
cumplimiento de sus fines sociales y legales. 

c) Cumplir con las obligaciones contraídas en el acto de matrícula y en el manual de convivencia, para 
facilitar el proceso de educativo. 

d) Contribuir en la construcción de un clima de respeto, tolerancia y responsabilidad mutua que favorezca 
la educación de los hijos y la mejor relación entre los miembros de la comunidad educativa. 

e) Comunicar oportunamente, y en primer lugar a las autoridades del establecimiento educativo, las 
irregularidades de que tengan conocimiento, entre otras, en relación con el maltrato infantil, abuso sexual, 
tráfico o consumo de drogas ilícitas. En caso de no recibir pronta respuesta, acudir a las autoridades 
competentes. 

f) Apoyar al establecimiento en el desarrollo de las acciones que conduzcan al mejoramiento del servicio 
educativo y que eleven la calidad de los aprendizajes, especialmente en la formulación y desarrollo de los 
planes de mejoramiento institucional. 

g) Acompañar el proceso educativo en cumplimiento de su responsabilidad como primeros educadores de 
sus hijos, para mejorar la orientación personal y el desarrollo de valores ciudadanos; 

h) Participar en el proceso de autoevaluación anual del establecimiento educativo. (Decreto 1286 de 2005, 
artículo 3). 

 

Emerge como inexcusable, el cumplimiento de los artículos 05 de ley 115 de 1994, 87 de ley 115 de 1994, 
y 96 de ley 115 de 1994, y artículo 2.3.4.3 del DURSE, 1075 de 2015, de parte de los acudientes y padres 
de familia. Emerge cristalino que, NO PUEDE, un operador judicial, en sede de tutela, avalar, legitimar, y 

https://funcionpublica.gov.co/sisjur/home/Norma1.jsp?i=1301#1
https://funcionpublica.gov.co/sisjur/home/Norma1.jsp?i=1301#1
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prohijar, que se violen, desatiendan y vulneren, los artículos 68 superior constitucional, 05, 87 y 96 de ley 
115 de 1994, y 2.3.4.3 del DURSE, 1075 de 2015. 
 

CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T- 604 DE 2007. 
 

La Corte dispuso: “El reglamento del plantel educativo, es pues la base fundamental orientadora de la 
filosofía del Colegio, sin el cual no sería posible mantener un nivel de excelencia, de disciplina y de 
convivencia como cometidos principales de la educación. Sus preceptos son de observancia obligatoria 
para la comunidad académica, educandos, profesores y padres de familia en cuanto fijan las condiciones 
para hacer efectivo el fin supremo de la calidad de la mejor formación moral, intelectual y física de los 
educandos”.   
 
"La disciplina, que es indispensable en toda organización social para asegurar el logro de sus fines dentro 
de un orden mínimo, resulta inherente a la educación, en cuanto hace parte insustituible de la 
formación del individuo. Pretender que, por una errónea concepción del derecho al libre desarrollo de 
la personalidad, las instituciones educativas renuncien a exigir de sus alumnos comportamientos 
acordes con un régimen disciplinario al que están obligados desde su ingreso, equivale a contrariar, 
los objetivos propios de la función formativa.  
(Corte Constitucional, Sentencia T- 037 de 1995). 
 

CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-789 DE 2013. 
 
MANUAL DE CONVIVENCIA-Límites legales y constitucionales. 
 
La autonomía de los colegios para adoptar sus manuales de convivencia está limitada por la Constitución, 
en cuanto consagra el derecho al libre desarrollo de la personalidad. Este derecho se manifiesta en la libre 
elección de cada persona en relación con su apariencia física y sólo admite restricciones que se ajusten a 
los principios de proporcionalidad y razonabilidad. 
 
DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD-Inaplicación de las normas del manual de 
convivencia en lo relacionado con el corte y presentación del cabello. 
 

(…) La Corte ha sostenido que los establecimientos educativos pueden establecer en los manuales de 
convivencia reglas relacionadas con la longitud del pelo, la higiene personal o la presentación de los 
alumnos, como se deriva de lo previsto en la Ley 115 de 1994 y en el Decreto 1860 del mismo año, siempre 
y cuando las mismas no afecten de forma irrazonable o desproporcionada el derecho al libre desarrollo de 
la personalidad de sus estudiantes. En esta medida, los manuales de convivencia deben ser respetuosos 
en su contenido con el derecho que tiene cada estudiante de autodeterminarse, por lo que sólo se podrán 
imponer limitaciones al libre desarrollo de la personalidad cuando las mismas tengan por objeto proteger 
los derechos de los demás o garantizar el orden jurídico, en aspectos directamente relacionados con el 
proceso de formación de los alumnos, sin que las mismas puedan convertirse en una barrera de acceso 
y/o permanencia en el sistema educativo o terminen lesionando el derecho a la imagen propia de sus 
estudiantes. 
 

AUTONOMÍA ESCOLAR Y DERECHO SANCIONADOR. 
SENTENCIA DE CORTE CONSTITUCIONAL T – 565 DE 2013. 

 
Los manuales de convivencia deben ser respetuosos de los principios de legalidad y tipicidad de las faltas 
y las sanciones. En consecuencia, los estudiantes solo deben ser investigados y sancionados por faltas 
que hayan sido previstas con anterioridad a la comisión de la conducta y, de ser ello procedente, la 
sanción imponible también debió haber estado provista en el ordenamiento de la institución educativa.  
Estos principios implican, de suyo, la obligatoriedad que el manual de convivencia sea puesto a disposición 
para el conocimiento de los estamentos que conforman la comunidad educativa. El ejercicio de la potestad 
disciplinaria debe basarse en los principios de contradicción y defensa, así como de presunción de inocencia. 
El estudiante tiene derecho a que le sea comunicado el pliego de cargos relativo a las faltas que se le 



